
De no cumplir con una serie
de exigencias, más de 200 mini-
centrales eléctricas están en
riesgo de disminuir su capaci-
dad de inyección de energía al
sistema, según consta en un do-
cumento del Coordinador Eléc-
trico Nacional.

Para librarse de esa posibili-
dad, los PMGD (Pequeños Me-
dios de Generación Distribuida)
deben detallar a más tardar este
viernes sus planes de protección
de tensión y frecuencia, dos me-
canismos clave para la estabili-
dad del sistema eléctrico. “La no
entrega de la información solici-
tada, en tiempo y forma, que im-
pida concluir que los ajustes es-
tán debidamente implementa-
dos y garantizar que no se pro-
d u z c a n d e s c o n e x i o n e s
indebidas de la(s) instalación
(es) bajo su responsabilidad, ha-
bilitará al Coordinador a limitar
las inyecciones del PMGD”, in-
dicó la entidad.

Pese a su nom-
bre, las minicentra-
les pueden llegar a
representar el 20%
de la generación de
energía en horario
diurno, y hoy hay
más de 600 unida-
des instaladas en el país. 

No es primera vez que el Co-
ordinador pide esta informa-
ción a las generadoras. El 15 de
abril de este año, la institución
les envió una carta a empresas
coordinadas pidiendo informa-
ción sobre las protecciones de
las centrales con energía reno-

vable variable, es decir, de fuen-
te solar o eólica. El 5 de mayo el
Coordinador repitió la solicitud,
pero esta vez dirigida solo a las
empresas coordinadas PMGD.
La última carta, enviada el 22 de
agosto, es dirigida a un grupo de
más de 200 empresas de mini-

centrales eléctricas,
que a su vez reúne a
casi 250 plantas de
generación.

Ernesto Huber,
director ejecutivo
del Coordinador
Eléctrico Nacional,
explica que la solici-

tud se da en un contexto en el
que “durante el apagón del 25 de
febrero y otros eventos en el Sis-
tema Eléctrico Nacional que se
produjeron a fines de marzo e
inicios de abril, se detectó que
plantas generadoras de distintos
tamaños se desconectaron fuera
de los parámetros que establece

la normativa técnica ante per-
turbaciones en la red, entre ellas
algunos PMGD”. Agrega que se
reiteró la solicitud debido a que
“en base al levantamiento reali-
zado con los PMGD, el Coordi-
nador recibió información in-
completa e insuficiente”. 

Mauricio Utreras, director eje-
cutivo de la Asociación Gremial
de Pequeños y Medianos Gene-
radores (GPM) afirma que están
apoyando a la “pequeña parte”
de sus socios que no han entre-
gado información al Coordina-
dor. “Entendemos que el Coor-
dinador ha señalado que el in-
cumplimiento habilita a limitar
las inyecciones de PMGD. Con-
fiamos en que cualquier medida
de este tipo se adopte con crite-
rios técnicos y equilibrados, res-
guardando la seguridad del sis-
tema sin generar impactos des-
proporcionados sobre proyectos
de pequeña escala”, añade. 

Investiga desconexiones tras el apagón de febrero:

Coordinador amenaza con
limitar operación a más de
200 minicentrales eléctricas

Las generadoras no han entregado información sobre
protecciones clave para la estabilidad del sistema eléctrico.
C. MUÑOZ-KAPPES

La mayoría de las minicentrales eléctricas
funciona a base de energía solar. 

E
N

E
L 

G
R

E
E

N
 P

O
W

E
R

MÁS DE 600
minicentrales eléctricas
existen hoy en el país.
De día llegan a ser el

20% de la generación.

En 2019 fue el inicio de las obras del hospital de Ñuble, el que originalmente iba a estar listo en 2023. El presupuesto actual es de
$256.000 millones, casi $100.000 millones más que el costo previsto en 2017. 
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El nuevo hospital que se levanta en
Ñuble es una de las inversiones más re-
levantes en esa región. El proyecto con-
templa unos 130 mil metros cuadrados
construidos, 531 camas, 16 pabellones y
equipamiento para atender a la pobla-
ción de esa zona. 

La iniciativa, que comenzó su cons-
trucción en 2019, debía estar lista cuatro
años después, en 2023. Sin embargo, di-
versos retrasos durante su edificación
desplazaron esa fecha para la segunda
mitad de 2026. 

Uno de los factores de esa tardanza
corresponde a un millonario conflicto
entre la empresa que se adjudicó el pro-
yecto, Finso Chile —continuadora de
INSO, la titular inicial que cayó en in-
solvencia—, y la constructora a cargo
de la obra gruesa de ese recinto, Servi-
cios a la Construcción Chile SpA.

La pugna derivó en arbitraje que de-
terminó el pago de una compensación
de parte de Finso, firma que se adjudicó
el contrato que es financiado por el Mi-
nisterio de Salud. 

El caso

A fines de 2022, la constructora Ser-
vicios a la Construcción Chile SpA
(SCC), empresa chilena de capitales es-
pañoles, presentó una demanda arbitral
en contra de Finso Chile —Agencia en
Chile de Fincantieri Infrastrutture So-
ciali S.R.L.—, compañía de origen ita-
liano con experiencia en el rubro de la
construcción. Esa acción se tramitó ante
el árbitro Cristóbal Jimeno Chadwick,
del Centro de Arbitraje y Mediación de
la Cámara de Comercio de Santiago
(CAM Santiago). La pugna tuvo su ca-
pítulo final ahora en agosto. 

En su demanda, SCC exigió el pago
de más de $5.000 millones, correspon-
dientes a —según señala— diversos
perjuicios provocados por Finso en re-
lación con la construcción del nuevo
hospital regional, que considera recur-
sos por sobre los $250 mil millones.

“El monto más grande de perjuicios
está ligado a improductividades de
mano de obra y materiales”, comentó
el abogado de SCC, Felipe Garcés,
quien trabajó en la causa con José Ig-
nacio Jiménez, del estudio Jiménez
Garcés Sarralde.

Garcés explicó que se produjeron di-
versos retrasos, tanto por aparición de
restos arqueológicos como por demo-
ras en el suministro de los materiales
de construcción de parte de Finso. La
firma de origen italiano si bien subcon-
trató a SCC, se comprometió a entre-
gar los materiales para la fase de obra
gruesa, para supuestamente ahorrar
costos, afirmó el abogado.

“En las demoras, mi cliente debía se-
guir pagando a los trabajadores y la ma-
quinaria”, señaló Garcés. SCC entró a
trabajar en el hospital en junio de 2020

—tras iniciada la pandemia— y “el 22
de julio de 2022 fue expulsada de la
obra”, recordó. 

“El Mercurio” contactó a Sergio Yá-
var, abogado del estudio Guerrero
Olivos, que representó a
Finso, sin embargo, seña-
ló que no realizarían co-
mentarios.

En 2024, el árbitro Cris-
tóbal Jimeno condenó a
Finso a pagar la cantidad
de $1.628.438.735 (inclu-
yendo IVA en algunos de los montos
sancionados). La sentencia —según se
lee— estableció que esa firma incum-
plió el contrato, poniéndole término an-
ticipado de forma “infundada e injusti-

ficada”; cobrando boletas de garantía de
modo “arbitrario e injustificado”; e in-
curriendo en un “incumplimiento con-
tractual grave e infundado”.

El árbitro también condenó a SCC a
pagar $40,8 millones, aun-
que la firma de origen ita-
liano había solicitado una
indemnización de $4.081
millones, cuando contestó
la demanda de arbitraje. 

Posteriormente, Finso
interpuso un recurso de

queja ante la Corte de Apelaciones de
Santiago. Este año, ese tribunal rechazó
dicha acción. Además, condenó a Finso
a pagar las costas.

Los abogados de la demandante

acusaron que Finso se negó a cumplir
la sentencia arbitral, por lo que su
cuenta corriente debió ser embargada
por la justicia. Garcés añadió que re-
cién el 6 de agosto de 2025, SCC logró
obtener el pago del total adeudado
($1.628,4 millones).

La obra y los nuevos plazos

El recinto de salud que se levanta en
Ñuble es un proyecto relevante para el
Gobierno. En diciembre pasado, el Pre-
sidente Gabriel Boric visitó este hospi-
tal y durante la ceremonia comentó que
“una vez que entre en funcionamiento
va a permitir a los más de 500 mil habi-
tantes de Ñuble acceder a una atención

de calidad, con mejores espacios, más
tecnología, nuevos servicios, profesio-
nales, especialistas”.

En julio de este año, en tanto, el mi-
nistro del Interior, Álvaro Elizalde, ins-
peccionó el avance de las obras del nue-
vo establecimiento. 

Carlos Manzi, jefe de la División de
Inversiones del Ministerio de Salud,
se refirió al impacto del conflicto entre
Finso y la constructora SCC en el desa-
rrollo de las obras del hospital. “Los
temas entre empresas privadas son co-
munes en los contratos de construc-
ción. En lo que a nosotros nos compe-
te, podemos señalar que la obra se ha
desarrollado de acuerdo a lo previsto
hasta ahora”.

De todos modos, la ficha técnica del
proyecto hospitalario que está en el si-
tio web de los planes de inversiones del
Minsal, consigna que esta obra —que
partió su construcción en 2019— tenía
como fecha de término agosto de 2023. 

Manzi señaló que el avance físico de
las obras a la fecha es de 98%. Añadió
que “ya comenzó a funcionar el área de
imagenología, atendiendo al público y
se estima la apertura total durante el se-
gundo semestre 2026”.

Fuerte alza en presupuesto

El desarrollo del hospital de Ñuble ha
registrado ajustes en su costo prelimi-
nar, tal como ha ocurrido en diversas
obras públicas. 

Carlos Manzi recordó que el presu-
puesto original de diseño y construc-
ción fue de $157.000 millones —cifra
estimada en 2017—, mientras que a la
fecha —en 2025—, el costo total es de
$256.000 millones con modificacio-
nes de obra y reajustes, “en el contex-
to de aumento de costos pospande-
mia”, sostuvo.

Al revisar la ficha del proyecto en el
sitio web de inversiones del Minsal se
observa que el ítem “modificaciones y
mayores gastos generales” totaliza
$14.201 millones. 

Manzi indicó que “las controver-
sias en contratos entre empresas pri-
vadas o subcontratistas son una situa-
ción común en el ámbito de la cons-
trucción. Sin embargo, el abordaje de
estos conflictos siempre debe estar
apegado a la ley y, por supuesto, suje-
tos al control que ejerce la Contraloría
General de la República”.

Otros recintos de salud en construc-
ción que registran un fuerte retraso son
el Hospital del Salvador y el Instituto
Nacional de Geriatría, que se desarrolla
a través del sistema de concesiones del
Ministerio de Obras Públicas (MOP). A
más de una década de haberse adjudica-
do —en 2014— la construcción aún no
termina y la puesta en servicio definiti-
va de las obras sería en enero de 2027,
según el informe —a junio— del pro-
yecto disponible de la Dirección Gene-
ral de Concesiones. 

Recinto estaría listo totalmente en el segundo semestre de 2026:

La millonaria disputa
detrás de la construcción
del demorado hospital en

la Región de Ñuble 

MARCO GUTIÉRREZ V. 

CAMAS
Más de 500 camas

y 16 pabellones
contempla el hospital. 

La firma de origen italiano Finso y la subcontratista SCC se enfrentaron en
un arbitraje, que terminó condenando a la primera al pago de $1.628
millones. Ello, pese a que la pugna escaló a la Corte de Apelaciones.
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ECONOMÍA Y NEGOCIOS

El futuro desarrollo de un re-
cinto penal en el norte del país
dio un nuevo paso. Ayer la Di-
rección General de Concesio-
nes del Ministerio de Obras Pú-
blicas efectuó la apertura de la
oferta económica presentada
por Constructora San José para
la construcción y operación del
proyecto Cárcel El Arenal de
Copiapó, iniciativa mandatada
por el Ministerio de Justicia y
Derechos Humanos. 

La obra considera una inver-
sión de UF 7.120.300 (unos US$
291 millones) y aportará una
superficie de 76.600 metros
cuadrados al sistema carcelario
nacional para albergar a 2.160
personas privadas de libertad.

La oferta de la empresa
Constructora San José fue de
500.264 UF como subsidio fijo
a la construcción (SFC) de la
infraestructura y de 207.999
UF como subsidio fijo a la ope-

ración (SFO). Con esta apertu-
ra de los sobres económicos, el
MOP avanza a la adjudicación
del proyecto —la recepción de
ofertas técnicas y económicas
se efectuó el 29 de julio—, lo
que permitiría iniciar las obras
en 2028 y entrar en operacio-
nes en 2031.

Durante la fase de construc-
ción el proyecto generaría alre-

dedor de 500 empleos prome-
dio mensuales. La cárcel se le-
vantará en un terreno fiscal,
ubicado a unos 40 kilómetros al
norponiente de Copiapó y a 12
kilómetros del Aeropuerto De-
sierto de Atacama. 

La futura concesión tendrá
un plazo de operación de 20
años, una vez finalizada la
construcción. 

Ayer se abrió la única oferta que recibió el MOP:

Avanza proyecto de cárcel
concesionada en Copiapó

M. G.

El penal podrá albergar a un total de 2.160 reclusos. 
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El Servicio de Evaluación Ambiental de la Re-
gión de Antofagasta recomendó aprobar la De-
claración de Impacto Ambiental (DIA) del pro-
yecto de hidrógeno verde para el distrito minero
de Calama, desarrollado por H2 Green Mining.

La iniciativa, un joint venture de Susterra y Star
Energy Partners, considera un desarrollo de en-
foque modular, dependiendo de las necesidades
de las compañías mineras ubicadas en la zona. El
proyecto contempla una capacidad inicial de 40
MW, que irá escalando en bloques de 20 MW
hasta alcanzar los 200 MW en régimen.

De acuerdo con el SEA de Antofagasta, el “pro-
yecto cumple con la normativa de carácter am-
biental aplicable”, como también los “requisitos

de otorgamiento de carácter ambiental contenidos
en los permisos ambientales sectoriales”. Por ello,
recomienda “aprobar íntegramente” la iniciativa.

La inversión estimada asciende a US$ 60 mi-
llones en su primera etapa, y podría superar los
US$ 250 millones en plena operación. La planta
proyecta producir 90 toneladas diarias de hidró-
geno verde, con un potencial de reducción de
hasta 200.000 toneladas equivalentes de CO2 al
año, sustituyendo combustibles fósiles en proce-
sos mineros como fundición de mineral, trans-
porte de concentrado de cobre y operaciones de
camiones, en una de las zonas de mayor produc-
ción cuprífera del país y altos niveles de emisio-
nes de material particulado y gases como CO2.

Para distrito minero en Región de Antofagasta:

SEA recomienda aprobar proyecto
de hidrógeno verde en Calama
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